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Entre los suscritos a saber KATIA LORENA PÉREZ HOLGUÍN, mayor de edad, vecina del municipio de
Valledupar, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.065.574.297 expedida en Valledupar, en su calidad

de Directora General Encargada, de conformidad con el Acuerdo No. 11 del 30 de septiembre de 2025,
posesionada el día 15 de octubre de 2025, debidamente facultada para contratar según las leyes 80 de
1993, 1150 de 2007, el decreto 1082 de 2015 quien en adelante se denominará la CORPORACIÓN, por
una parte y por otra CARLOS ALBERTO CALLEJAS PEREZ, mayor de edad, identificado con la cédula
de ciudadanía N° 7.179.116 expedida en Tunja, quién actúa en nombre y representacion de la RED
NACIONAL DE AGENCIAS DE DESARROLLO LOCAL DE COLOMBIA persona juridica sin animo de
lucro con número de identificación tributaria 900266136-1, tal y como consta en el certificado de existencia
de entidades sin animo de lucro, expedido por la camara de comercio de Valledupar, que en adelante para
efectos de este acto se denomina LA ASOCIACIÓN; se ha acordado celebrar el presente convenio de
Asociacion, que se regirá por lo dispuesto sobre la materia y en especial la Ley 489 de 1998, teniendo en
cuenta las siguientes consideraciones: 1.- Que la Corporación Autónoma Regional del Cesar
(CORPOCESAR) es un Ente Corporativo de carácter público del orden nacional, cuyo objetivo fundamental
es la administración de los recursos naturales y el ambiente dentro del territorio de su jurisdicción.
Adicionalmente, propende por su desarrollo sostenible de conformidad con las disposiciones legales y las
políticas del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS). 2.- Que la CORPORACIÓN
AUTÓNOMA REGIONAL DEL CESAR, en el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 06, 08, 12, 20 y
26 de la ley 99 de 1993, emanada del Congreso de la República, la cual establece ARTÍCULO 6. Celebrar
convenios y contratos con las entidades territoriales, otras entidades públicas y privadas y con las entidades

sin ánimo de lucro cuyo objeto sea la defensa y protección del medio ambiente y los recursos naturales
renovables, con el fin de ejecutar de mejor manera alguna o algunas de sus funciones cuando no
correspondan al ejercicio de funciones administrativas. 3. El artículo 355 de la Constitución Nacional
establece que el Gobierno, en los niveles nacional, departamental, distrital y municipal, podrá con recursos
de los respectivos presupuestos, celebrar contratos con entidades privadas sin ánimo de lucro y de
reconocida idoneidad con el fin de impulsar programas y actividades de interés público acordes con el Plan
Nacional y los Planes Seccionales de Desarrollo. 4. Que la Ley 489 de 1998 prevé en su Artículo 96, que
"Las entidades estatales, cualquiera sea su naturaleza, y orden administrativo, podrán con observancia de

los principios señalados en el artículo 209 de la constitución, asociarse con personas jurídicas particulares,
mediante la celebración de convenios de asociación o la creación de personas jurídicas para el desarrollo
conjunto de actividades en relación con los cometidos y funciones que les asigna a aquellas la Ley ". 5.
Que el Decreto 092 de 2017 artículo 30. Reconocida Idoneidad. La entidad sin ánimo de lucro es de

reconocida idoneidad cuando es adecuada y apropiada para desarrollar las actividades que son objeto del
Proceso de Contratación y cuenta con experiencia en el objeto a contratar. En consecuencia, el objeto
estatutario de la entidad sin ánimo de lucro le deberá permitir a esta desarrollar el objeto del Proceso de
Contratación que adelantará la Entidad Estatal del Gobierno nacional, departamental, distrital y municipal.
Asi mismo el Artículo 5. Establece: asociación con entidades privadas sin ánimo de lucro para cumplir
actividades propias de las entidades estatales. Los convenios de asociación que celebren entidades
privadas sin ánimo de lucro de reconocida idoneidad y Entidades Estatales para el desarrollo conjunto de
actividades relacionadas con los cometidos y funciones que a estas les asigna la ley a los que hace
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referencia el artículo 96 de la Ley 489 de 1998, no estarán sujetos a competencia cuando la entidad sin
ánimo de lucro comprometa recursos en dinero para la ejecución de esas actividades en una proporción
no inferior al 30% del valor total del convenio. Los recursos que compromete la entidad sin ánimo de lucro
pueden ser propios o de cooperación internacional. Si hay más de una entidad privada sin ánimo de lucro

que ofrezca su compromiso de recursos en dinero para el desarrollo conjunto de actividades relacionadas
con los cometidos y funciones asignadas por ley a una Entidad Estatal, en una proporción no inferior al
30% del valor total del convenio, la Entidad Estatal debe seleccionar de forma objetiva a tal entidad y
justificar los criterios para tal selección 6. Que del mismo modo, en el numeral 3 y 5 del la Ley 99 de 1993,
en el título VI Artículo 31 establece también, como función de las Corporaciones Autónomas Regionales:
"Promover y desarrollar la participación comunitaria en actividades y programas de protección ambiental,
de desarrollo sostenible y de manejo adecuado de los recursos naturales renovables".. Celebrar contratos

y convenios con las entidades territoriales, otras entidades públicas y privadas y con las entidades sin
ánimo de lucro cuyo objeto sea la defensa y protección del medio ambiente y los recursos naturales
renovables, con el fin de ejecutar de mejor manera alguna o algunas de sus funciones, cuando no
correspondan al ejercicio de funciones administrativas 7. Que con la Constitución Política de 1991.
Colombia elevó el manejo y la protección de los recursos naturales y del medio ambiente -en otras

palabras, la biodiversidad- a la categoría de norma constitucional. En este marco, se reconoció la

obligación del Estado y de todas las personas de proteger las riquezas culturales y naturales de la

Nación (art. 8), el derecho fundamental de los colombianos a gozar de un ambiente sano (art. 79) y
el principio de desarrollo sostenible como criterio orientador del crecimiento económico, el mejoramiento
de la calidad de vida y el bienestar social, bajo la premisa de no agotar la base de los recursos naturales
renovables ni deteriorar el medio ambiente o el derecho de las generaciones futuras a su aprovechamiento.
8. Que en este sentido, la Constitución Política de Colombia, también resalta el deber del Estado de

proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y
planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, con el fin de garantizar su uso sostenible,
su conservación, restauración o, en casos necesarios, su sustitución. 9. Que, Ahora bien, a manera de
contexto histórico-jurídico, es importante destacar que el Decreto-ley 2811 de 1974 -por medio del cual

se adopta el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio

Ambiente- constituyó el primer cuerpo normativo integral en esta materia. Dicho Código incorporó figuras
y categorías legales de protección ambiental, algunas de las cuales fueron posteriormente desarrolladas
mediante regulaciones específicas, mientras que otras permanecen sin reglamentación detallada. Su
alcance, aunque relevante, careció de una visión sistémica que articulara las distintas categorías, con
excepción del Sistema de Parques Nacionales Naturales, concebido como un conjunto integrado por
seis tipos de áreas con un tratamiento unificado. 10. Que Posteriormente, la expedición de la Ley 99 de
1993 representó un hito normativo e institucional al crear el Ministerio del Medio Ambiente (hoy Ministerio
de Ambiente y Desarrollo Sostenible) y reorganizar de manera integral el Sistema Nacional Ambiental -

SINA, como marco articulador de las entidades encargadas de la gestión y conservación del medio
ambiente en Colombia. En desarrollo de esta ley, su artículo 23 define la naturaleza jurídica de las
Corporaciones Autónomas Regionales (CARs) como entes corporativos de carácter público, dotados
de autonomía administrativa y financiera, y con jurisdicción en el área geográfica que les ha sido asignada.
A su vez, el artículo 33 establece la creación de estas Corporaciones, encomendåndoles la administración
del medio ambiente y de los recursos naturales renovables dentro de su jurisdicción, mientras que el
articulo 30 determina que: "Todas las Corporaciones Autónomas Regionales tendrán por objeto la
ejecución de las politicas, planes, programas y proyectos sobre medio ambiente y recursos naturales
renovables, así como dar cumplida y oportuna aplicación a las disposiciones legales vigentes sobre su
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disposición, administración, manejo y aprovechamiento, conforme a las regulaciones, pautas y directrices
expedidas por el Ministerio del Medio Ambiente". 11. Que, de igual forma, el artículo 31 de la Ley 99 de
1993 detalla las funciones de las CARs. En el numeral 1 se establece como responsabilidad fundamental:
"Ejecutar las políticas, planes y programas nacionales en materia ambiental definidos por la ley aprobatoria
del Plan Nacional de Desarrollo y del Plan Nacional de Inversiones o por el Ministerio del Medio Ambiente.
así como los del orden regional que le hayan sido confiados conforme a la ley, dentro del ámbito de su

jurisdicción". Por su parte, el numeral 20 dispone que corresponde a estas entidades: "Ejecutar,
administrar, operar y mantener, en coordinación con las entidades territoriales, proyectos y programas de
desarrollo sostenible, así como obras de infraestructura cuya realización sea necesaria para la defensa.

protección, descontaminación o recuperación del medio ambiente y los recursos naturales renovables". 12.

Que, En este sentido, la Ley 99 de 1993 no solo organizó el Sistema Nacional Ambiental (SINA), sino
que estructuró la institucionalidad pública ambiental en Colombia, delimitando competencias y
responsabilidades claras para el Estado, a través del Ministerio y de las Corporaciones Autónomas
Regionales. Adicionalmente, la Ley recogió los principios internacionales contenidos en la Declaración de
Río de Janeiro (Cumbre de la Tierra, 1992), incorporando al ordenamiento jurídico colombiano los
postulados del desarrollo sostenible como eje rector de la política ambiental. Dentro de estos, destacan
los Principios 3 y 4, que disponen que: "El derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal que responda

equitativamente a las necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones presentes y futuras
(...)" y que (...) a fin de alcanzar el desarrollo sostenible, la protección del medio ambiente deberá constituir

parte integrante del proceso de desarrollo y no podrá considerarse de forma aislada (...)”. De esta manera,

Colombia consolidó un marco institucional y normativo robusto, alineado con los compromisos

internacionales, que permite articular las políticas públicas de conservación, uso sostenible y restauración

de los recursos naturales, garantizando la protección de la biodiversidad y la integridad del ambiente en
beneficio de la sociedad y de las generaciones futuras. 13. Que La Corte Constitucional, mediante
sentencia C-431 de 2000, dispuso que le corresponde al Estado con referencia a la protección del
Ambiente: "(...) 1) Proteger su diversidad e integridad, 2) Salvaguardar las riquezas naturales de la Nación.

3) Conservar las áreas de especial importancia ecológica, 4) Fomentar la educación ambiental, 5) Planificar
el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales para así garantizar su desarrollo sostenible, su

conservación, restauración o sustitución, 6) Prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, 7)
Imponer sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados al ambiente y 8) Cooperar con
otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las zonas de frontera". 14. Que, En este
sentido, el ambiente sese reconoce como un interés general en el que el Estado, a través de sus diferentes

entidades de orden nacional, regional y local, y los particulares deben concurrir para garantizar su
conservación y restauración en el marco del desarrollo sostenible. Esta concurrencia de los entes

territoriales, las autoridades ambientales y la población en general, se hace en el marco de lo dispuesto
por la Ley 99 de 1993, en razón a que las normas ambientales son de orden público y no podrán ser objeto
de transacción o de renuncia a su aplicación por las autoridades o por los particulares. 15. Que A modo de

contexto, es importar resaltar que el Decreto-Ley 2811 de 1974, adopta el Código Nacional de los Recursos

Naturales Renovables y del Ambiente en Colombia, en donde se contempla unas denominaciones y figuras

legales de protección, algunas de las cuales han sido reguladas individualmente y otras que carecen aún
de reglamentación, sin una intención o visión sistémica que las vincule, salvo al interior de una categoría
que es precisamente el denominado Sistema de Parques Nacionales Naturales, que está integrado por
seis tipos de áreas, las cuales se regulan y definen como un Sistema. 16. Que en el 2010, el hoy Ministerio
de Ambiente y Desarrollo Sostenibles - MADS, sometió a consideración del Consejo Nacional Ambiental,
la Política Nacional de Gestión Integral del Recurso Hídrico – PNGIRH, quien recomendó su adopción y




































































